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MEMORANDO

Bogotá D.C. 

PARA: JOSE ANTONIO OCHOA WALTEROS
Dirección De Gestión Catastral

DE: JEFE DE OFICINA

ASUNTO: Respuesta a solicitud de concepto jurídico, Memorando interno 2500DGC-
2025-0000893-IE. 

Respetado José Antonio,  

Recibimos memorando con radicado del asunto, mediante el cual, en su calidad de 
profesional especializado de la Dirección de Gestión Catastral, solicita concepto jurídico 
sobre la vigencia de los Decretos 1983 de 2019 y 148 de 2020. En atención a dicha 
solicitud, esta Oficina emite el presente pronunciamiento de conformidad con las 
funciones asignadas en el artículo 12 del Decreto 846 del 29 de julio de 2021 "Por el 
cual se modifica la estructura del Instituto Geográfico Agustín Codazzi". 

Con el fin de estructurar la respuesta, esta dependencia realizará una descripción de la 
competencia de la OAJ, el problema jurídico a resolver, el marco normativo aplicable y, 
finalmente, el análisis jurídico del caso. 

I. Competencia 

De conformidad con lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 12 del Decreto 846 de 
2021, la Oficina Asesora Jurídica del Instituto Geográfico Agustín Codazzi se encuentra 
facultada para emitir conceptos jurídicos internos, a solicitud de las dependencias del 
Instituto, en asuntos relacionados con su competencia:

“(...) 8. Conceptuar internamente sobre los requerimientos jurídicos de las diferentes 
dependencias del Instituto en asuntos de su competencia (...).”.

En concordancia con lo anterior, los conceptos que se emiten como respuesta a 
peticiones formuladas en ejercicio del derecho de consulta, conforme a lo previsto en 
el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 
2015, tienen, por regla general, carácter orientador y no son de obligatorio cumplimiento 
ni ejecución.
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En ese sentido, la función consultiva de esta Oficina no se dirige a resolver casos 
concretos o particulares, por ende, no define derechos, no asigna obligaciones, ni 
tampoco establece responsabilidades, sino que emite conceptos jurídicos sobre un 
punto materia de cuestionamiento, duda o desacuerdo que ofrezca la interpretación, 
alcance y/o aplicación de una norma jurídica o la resolución de una situación fáctica 
genérica relacionada con el objeto y misionalidad del IGAC.

De la lectura de la disposición citada se desprende, además, que la emisión de 
conceptos jurídicos internos se encuentra prevista para solicitudes elevadas por las 
dependencias del Instituto, y no a título individual por parte de sus funcionarios. En 
desarrollo de lo anterior, el “Procedimiento Solicitud y Emisión Conceptos Jurídicos” 
código PC-GJU-09 del 25 de junio de 2024, establece como requisito mínimo de la 
solicitud, conforme al literal f del numeral 4.2.1, la firma del Director, Subdirector o Jefe 
de Oficina que requiera el pronunciamiento jurídico.

No obstante lo anterior, y sin que ello implique el desconocimiento de las regla 
procedimental interna referida, esta Oficina advierte que, dada la relevancia institucional 
del asunto consultado y su incidencia en la unidad de criterio de las actuaciones 
administrativas del IGAC, la solicitud será atendida en sede consultiva, conforme a lo 
previsto en la Ley 1755 de 2015, cuyas respuestas, en todo caso, carecen de carácter 
vinculante.

Así mismo, debe precisarse que la competencia de esta Oficina no se extiende a 
declarar la vigencia, derogatoria expresa o tácita, la pérdida de fuerza ejecutoria de los 
actos administrativos de carácter general, atribución que corresponde al legislador o, 
en sede de control, a las autoridades judiciales competentes. En consecuencia, el 
alcance de la presente respuesta se circunscribe a proporcionar criterios jurídicos de 
interpretación sistemática y armónica del ordenamiento aplicable.

Lo anterior se encuentra en armonía con lo dispuesto en el artículo 42 de la Resolución 
IGAC 1756 de 2024, “Por la cual se reglamenta la tramitación interna de las peticiones, 
quejas, reclamos, sugerencias, denuncias y felicitaciones en el Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi”, según el cual, salvo disposición legal en contrario, los conceptos 
emitidos por la Entidad en respuesta a consultas no serán de obligatorio cumplimiento 
o ejecución.

II. Problema Jurídico y/o Consulta

De acuerdo con la solicitud elevada a esta Oficina, la consulta se orienta a establecer, 
en términos generales, el alcance y estado de vigencia de los Decretos Reglamentarios 
1983 de 2019 y 148 de 2020, con el propósito de contribuir a la unidad de criterio en las 
actuaciones administrativas de la Entidad.
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En particular, se formula el siguiente problema jurídico:

“Ante la evidente ambigüedad descrita, solicito respetuosamente se emita un concepto 
jurídico definitivo que precise la vigencia o derogatoria (expresa o tácita) de los 
Decretos Reglamentarios 1983 de 2019 y 148 de 2020, con el fin de garantizar la unidad 
de criterio en las actuaciones de la Entidad.”.

III. Marco normativo

Para el análisis planteado, resulta pertinente tener en cuenta, de manera enunciativa y 
conforme al principio de jerarquía normativa, las siguientes disposiciones:

1. Constitución Política de Colombia, artículo 150 y numeral 11 del artículo 189.
2. Código Civil. 
3. Ley 153 de 1887. 
4. Ley 1437 de 2011.
5. Ley 1755 de 2015.
6. Ley 1955 de 2019.
7. Ley 2294 de 2023.
8. Decreto 1983 de 2019.
9. Decreto 148 de 2020.
10. Decreto 846 de 2021.
11. Resolución IGAC 1040 de 2023, modificada por la Resolución IGAC 746 de 2024. 
12. Resolución IGAC 1756 de 2024.
13. Jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre derogatoria tácita de normas 

jurídicas.
14. Jurisprudencia del Consejo de Estado sobre derogatoria expresa y tácita de normas 

jurídicas, en especial pronunciamientos de la Sala de Consulta y Servicio Civil.
15. Procedimiento Solicitud y Emisión Conceptos Jurídicos – IGAC, código PC-GJU-09 

de 2024.

IV. Análisis Jurídico 

En el ordenamiento jurídico colombiano, la pérdida de vigencia de las normas puede 
derivarse, entre otros supuestos, de la derogatoria expresa o de la derogatoria tácita, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 153 de 1887 y en los artículos 71 y 
72 del Código Civil. La derogatoria expresa se configura cuando el legislador declara 
de manera clara e inequívoca la insubsistencia de una disposición anterior; por su parte, 
la derogatoria tácita tiene lugar cuando una norma posterior resulta incompatible con la 
precedente o regula íntegramente la misma materia, de modo que se torne imposible 
su aplicación concurrente, subsistiendo en todo caso aquellas disposiciones anteriores 
que no se opongan materialmente a la nueva regulación.



Página | 4 
________________________________________________________________________
Instituto Geográfico Agustín Codazzi

  Carrera 30 No 48 - 51 Bogotá D.C., Colombia

  (+57) 601 653 1888

  www.igac.gov.co

Sobre esta figura, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado ha 
precisado que la derogatoria tácita no constituye un efecto automático derivado de la 
expedición de una norma posterior, sino que exige un ejercicio interpretativo riguroso, 
orientado a verificar la existencia de una contradicción real, objetiva e insalvable entre 
las disposiciones en conflicto, o la ocupación integral de la materia por la nueva 
regulación. En efecto, al estudiar su alcance, dicha Corporación sostuvo que: 

“(…) la derogación tácita se deduce de una incompatibilidad de la ley anterior en 
relación con lo regulado en la nueva ley. En este caso se hace necesaria la 
interpretación de ambas leyes, para establecer cuál rige y determinar si la 
derogación es total o parcial. (…)”. (Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio 
Civil, Radicación número: 11001-03-06-000-2013-000193-00(2143), Consejero 
Ponente: Augusto Hernández Becerra).

En la misma línea, el Consejo de Estado ha enfatizado que la derogatoria tácita es, ante 
todo, un fenómeno de naturaleza eminentemente interpretativa, que no puede 
presumirse ni inferirse de manera abstracta o general, sino que debe determinarse a 
partir del análisis concreto de las normas en aparente tensión. Así lo señaló 
expresamente al afirmar que: 

“(…) la derogatoria tácita es ante todo “un fenómeno de naturaleza eminentemente 
interpretativa o, si se prefiere, dependiente de la interpretación que se de a las 
normas hipotéticamente compatibles (…)”. (Consejo de Estado, Sala de Consulta y 
Servicio Civil, Radicación número: 11001-03-06-000-2013-000193-00(2143), 
Consejero Ponente: Augusto Hernández Becerra).

La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, desarrolló de manera 
exhaustiva el alcance de esta figura, indicando que:

“(…) la derogación tácita supone un cambio de legislación, una incompatibilidad de 
lo regulado en la nueva ley frente a la que antes regía. Para determinar su 
ocurrencia, se hace necesaria la interpretación de ambas leyes, lo cual permite 
establecer si la ley anterior es insubsistente total o parcialmente. (…)” (Consejo de 
Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Radicación número: 11001-03-06-000-
2008-00080-00(1928), Consejero ponente: Gustavo Aponte Santos).

Este entendimiento se encuentra en armonía con el artículo 3 de la Ley 153 de 1887, 
que incorpora una tercera modalidad, la derogatoria orgánica, según la cual una 
disposición se estima insubsistente “por existir una ley nueva que regule íntegramente 
la materia a que la anterior disposición se refería”. No obstante, la propia Sala aclaró 
que esta modalidad exige una intención inequívoca del legislador de abarcar 
integralmente la materia, aun cuando no exista incompatibilidad literal entre las normas, 
criterio que debe ser aplicado de manera restrictiva.
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La jurisprudencia constitucional ha reforzado esta línea interpretativa. En efecto, la 
Corte Constitucional ha sostenido que la derogatoria tácita:

“(…) la derogación tácita supone un cambio de legislación, una incompatibilidad con 
respecto a lo regulado en la nueva ley y la ley que antes regía. Hecho que hace 
necesaria la interpretación de ambas leyes, para establecer qué ley rige la materia, 
o si la derogación es total o parcial.

La ley 153 de 1887 en su artículo 3º establece otra forma de derogación y es la 
derogación orgánica. Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 
en sentencia de marzo 28 de 1984, señaló que:

 “La derogación orgánica, que para no pocos autores no pasa de ser una faz de la 
derogatoria tácita, sólo se da es verdad cuando la nueva ley “regule íntegramente la 
materia” que la anterior normación positiva regulaba. Empero, determinar si una 
materia está o no enteramente regulada por la ley posterior, depende de la intención 
revelada por el legislador de abarcar con la nueva disposición o disposiciones toda 
una materia, aunque en realidad no haya incompatibilidad alguna entre éstas y las 
de la ley anterior.

Sea de ello lo que fuere, lo evidente es que hay que suponer que la nueva ley realiza 
una mejora en relación con la ley antigua; que aquella es más adecuada a la vida 
social de la época y que por tanto responde mejor al ideal de justicia, ideal y 
necesidad  éstos que tornan urgente  la aplicación de la nueva ley;  aplicación que 
por lo mismo debe ser lo más amplia posible para que desaparezcan las situaciones 
que el propio legislador ha querido condenar y evidentemente arrasó con la ley 
nueva. Es un principio universalmente reconocido que cuando un legislador emite 
dos voluntades diversas, la más reciente prevalece”. (Corte Constitucional, 
Sentencia C-159/04, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra.).

En este sentido, tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional coinciden en 
que la derogatoria tácita no constituye una declaración jurídica, sino una conclusión 
interpretativa.

De igual forma, la jurisprudencia ha sido clara en indicar que la vigencia de una norma 
anterior no se extingue por el solo hecho de la expedición de una regulación posterior, 
incluso cuando ambas versen sobre la misma materia. De conformidad con el artículo 
72 del Código Civil, la derogatoria tácita, “deja vigente en las leyes anteriores (…) todo 
aquello que no pugna con las disposiciones de la nueva ley”, lo que refuerza la idea de 
que únicamente la incompatibilidad material o la regulación integral permiten predicar 
la pérdida de vigencia.

En consecuencia, la determinación sobre la vigencia o derogatoria tácita de una norma 
no puede fundarse en criterios formales o cronológicos, sino en un análisis sustantivo 
que verifique si existe una antinomia normativa insuperable o una regulación integral 
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posterior, en los términos desarrollados por el Consejo de Estado. Este enfoque 
responde directamente a los principios de seguridad jurídica y unidad de criterio, en la 
medida en que evita interpretaciones extensivas o implícitas que conduzcan a la 
inaplicación indebida de normas formalmente vigentes.

En el caso bajo estudio, los Decretos 1983 de 2019 y 148 de 2020 fueron expedidos en 
desarrollo de las competencias reglamentarias del Gobierno Nacional, particularmente 
en el marco de lo previsto en la Ley 1955 de 2019, que asignó funciones específicas en 
materia catastral al IGAC y de inspección, vigilancia y control a la Superintendencia de 
Notariado y Registro respecto de la prestación del servicio público catastral. 

Posteriormente el legislador, mediante el artículo 47 de la Ley 2294 de 2023, dispuso 
que al Instituto Geográfico Agustín Codazzi en su condición de máxima autoridad 
catastral, le confirió la facultad de expedir normas técnicas y administrativas 
relacionadas, entre otros aspectos, con las especificaciones, lineamientos, métodos y 
procedimientos de la gestión catastral, así como de establecer las condiciones jurídicas, 
técnicas, operativas, tecnológicas, económicas y financieras para la habilitación y 
contratación de gestores catastrales, y los lineamientos técnicos para la contratación 
de operadores catastrales. 

En ejercicio de dicha habilitación legal, el IGAC expidió la Resolución 1040 de 2023, 
“Por medio de la cual se expide la Resolución Única de la Gestión Catastral 
Multipropósito”, modificada por la Resolución IGAC 746 de 2024. 

Así, las facultades regulatorias otorgadas al IGAC por el artículo 47 de la Ley 2294 de 
2023 no desplazan ni afectan aquellas competencias de origen legal atribuidas a otras 
autoridades, ni comportan, por sí mismas, la derogatoria total de los Decretos 
Reglamentarios 1983 de 2019 y 148 de 2020. La eventual pérdida de vigencia de 
algunas de sus disposiciones solo podría configurarse de manera parcial y en la medida 
en que exista una incompatibilidad material con la regulación técnica y administrativa 
que, en ejercicio de dicha habilitación legal, expida el IGAC para el desarrollo de la 
gestión catastral y las condiciones jurídicas, técnicas, operativas, tecnológicas, 
económicas y financieras para la habilitación y contratación de gestores catastrales, y 
los lineamientos técnicos para la contratación de operadores catastrales.

En ese sentido, dicha habilitación legal no puede entenderse como una absorción 
integral ni excluyente del régimen previsto en los Decretos Reglamentarios citados. En 
particular, las disposiciones del Decreto 148 de 2020 relativas a las funciones de 
inspección, vigilancia y control asignadas a la Superintendencia de Notariado y Registro 
conservan su fundamento directo en los artículos 81 y 82 de la Ley 1955 de 2019, 
normas de rango legal que no fueron modificadas ni derogadas por la Ley 2294 de 
2023.
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En cuanto al artículo 79 de la Ley 1955 de 2019, si bien fue modificado por el artículo 
43 de la Ley 2294 de 2023, dicha modificación no suprimió ni trasladó las competencias 
de inspección, vigilancia y control asignadas a la Superintendencia de Notariado y 
Registro, razón por la cual tales funciones subsisten en el ordenamiento jurídico y no 
resultan desplazadas por las facultades regulatorias conferidas al IGAC.

V. Caso concreto. 

A partir de lo expuesto, esta Oficina Asesora Jurídica considera que se encuentra 
habilitada para emitir criterios jurídicos orientadores sobre la interpretación del 
ordenamiento jurídico aplicable, pero carece de competencia para declarar, de manera 
vinculante, la vigencia o derogatoria de Decretos Reglamentarios.

De conformidad con el marco normativo y jurisprudencial analizado, la derogatoria tácita 
exige la verificación de una incompatibilidad material clara entre la norma anterior y la 
posterior, o la constatación de una regulación integral de la materia por parte de la 
norma más reciente.

En ese contexto, la expedición de la Ley 2294 de 2023 y, en particular, el otorgamiento 
de facultades regulatorias al IGAC a través de su artículo 47, permite considerar la 
existencia de una derogatoria tácita y parcial de aquellas disposiciones de los Decretos 
1983 de 2019 y 148 de 2020 que regulen materias que hoy se encuentran integralmente 
desarrolladas por la normativa técnica y administrativa relacionada con estándares, 
especificaciones y lineamientos, métodos y procedimientos para el desarrollo de la 
gestión catastral, así como con las condiciones jurídicas, técnicas, operativas, 
tecnológicas, económicas y financieras para la habilitación y contratación de gestores 
catastrales y los lineamientos técnicos para la contratación de operadores catastrales, 
expedida por el Instituto, concretamente la contenida en la Resolución IGAC 1040 de 
2023, modificada por la Resolución IGAC 746 de 2024.

Sin embargo, las disposiciones contenidas en estos Decretos relativas a las funciones 
de inspección, vigilancia y control asignadas a la Superintendencia de Notariado y 
Registro, cuyo fundamento se encuentra en los artículos 79, 81 y 82 de la Ley 1955 de 
2019, no resultan afectadas por las facultades regulatorias conferidas al IGAC mediante 
la Ley 2294 de 2023 y, a juicio de esta Oficina, conservan su vigencia.

Sin perjuicio de la vigencia parcial de los Decretos 1983 de 2019 y 148 de 2020 en los 
términos expuestos, esta Oficina considera jurídicamente aconsejable que, en aquellas 
actuaciones administrativas cuya fundamentación normativa se encuentre 
íntegramente desarrollada en la Resolución IGAC 1040 de 2023 y su modificación, se 
privilegie la cita directa de dicha regulación técnica y administrativa, en su condición de 
normativa especial, posterior y actualmente vigente en materia de gestión catastral 
multipropósito.
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Lo anterior, con el fin de preservar la unidad de criterio institucional, evitar eventuales 
interpretaciones divergentes sobre el alcance de normas reglamentarias parcialmente 
superadas y garantizar la coherencia, claridad y seguridad jurídica de las actuaciones 
del Instituto, sin que ello implique desconocer la vigencia residual de aquellas 
disposiciones de los Decretos Reglamentarios 1983 de 2019 y 148 de 2020 que no 
resulten incompatibles con la regulación expedida por el IGAC.

En los anteriores términos se da respuesta a la solicitud formulada, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1 de la 
Ley 1755 de 2015, reiterando que esta Oficina Asesora Jurídica no resuelve casos 
concretos o particulares, por ende, no define derechos, no asigna obligaciones, ni 
tampoco establece responsabilidades, sino que emite conceptos jurídicos sobre un 
punto materia de cuestionamiento, duda o desacuerdo que ofrezca la interpretación.

Atentamente, 

CAMILA GUTIERREZ BARRAGAN
JEFE DE OFICINA
Oficina Asesora Jurídica
Proyectó: JULIAN FELIPE BONILLA MORENO - CONTRATISTAS
Elaboró: JULIAN FELIPE BONILLA MORENO - CONTRATISTAS
Informados: 


